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RESUMEN

El objetivo radica en analizar las competencias de las juntas cantonales de protección de derechos en la tutela del adulto 
mayor en la provincia de Tungurahua, aspecto justificado en la necesidad de atenderles eficazmente. Entre los materiales 
y métodos empleados, se recurrió al diseño de estudio cuali-cuantitativo, descriptivo, de campo, no experimental, transec-
cional, aplicando como técnica de recolección de información el cuestionario tipo Likert con alternativas múltiples en 15 
funcionarios de las Juntas Cantonales de la provincia de Tungurahua; además de la validez de expertos y confiabilidad 
Alfa Crombach resultante en 0.95, y el análisis de los datos con estadística descriptiva. Como resultados se exponen las 
fallas persistentes de equipo multidisciplinario y de trabajo para la atención de usuarios; donde los tipos de maltrato más 
representativos son psicológico, emocional, familiar, por descuido o abandono. Mientras que las medidas aplicadas en los 
procedimientos de protección, manifiestan prevalencia en la vigilancia de medidas asegurativas y restitución de derechos; 
cuyos procedimientos aplicados se realizan con procesos propios del sistema legal ecuatoriano. Se concluye que la falta 
de competencias adecuadas y convenientes para la atención del adulto mayor, entorpecen la actuación de los operadores 
de justicia, resaltando la inadecuada asistencia social en las instituciones públicas.
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ABSTRACT

The aim is to analyze the competencies of the cantonal boards for the protection of rights in the protection of the elderly in the 
province of Tungurahua, an aspect justified by the need to attend them effectively. Among the materials and methods used, 
we resorted to a quali-quantitative, descriptive, field, non-experimental, transectional study design, applying a Likert-type 
questionnaire with multiple alternatives to 15 officials of the Cantonal Boards of the province of Tungurahua; in addition to the 
validity of experts and reliability Alpha Crombach resulting in 0.95, and the analysis of the data with descriptive statistics. The 
results show the persistent failures of the multidisciplinary team and work for the attention of users; where the most represen-
tative types of mistreatment are psychological, emotional, family, neglect or abandonment. While the measures applied in the 
protection procedures show prevalence in the monitoring of insurance measures and restitution of rights; whose procedures 
are applied with processes typical of the Ecuadorian legal system. It is concluded that the lack of adequate and appropriate 
competencies for the care of the elderly, hinder the performance of justice operators, highlighting the inadequate social as-
sistance in public institutions.
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INTRODUCCIÓN

La base legal que sustenta el funcionamiento de las 
Juntas Cantonales de Protección de Derechos (JCPD) 
y los sistemas de protección, se encuentran estableci-
dos en la Constitución del Ecuador (2008), el Código de 
Niñez y Adolescencia (CONA), la Ley Orgánica de las 
Personas Adultas Mayores (LOPAM), la Ley Orgánica 
Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (LOIPEVM), y el Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), en-
tre otras leyes.

Basado en ello, en Ecuador existe el compromiso de los 
gobiernos autónomos descentralizados de lograr la con-
formación y puesta en marcha de los Sistemas Locales 
de Protección de los conciudadanos, que atiendan ne-
cesidades primarias a través de organismos especiali-
zados, tales como las JCPD y Consejos Cantonales de 
Protección de Derechos (CCPD), cuya finalidad es garan-
tizar los derechos vulnerados de los habitantes, así como 
la tarea de asignar los recursos necesarios, suficientes 
y oportunos para la adecuada gestión, garantizando su 
autonomía. 

En este sentido, para dicha conformación y funcionamien-
to de las JCPD, se requieren procedimientos idóneos para 
la elección de los miembros que las integran, en aras de 
patrocinar la adecuada capacidad técnica, además con 
disponer con adecuados sistemas de archivo, lograr el 
seguimiento y control de las medidas preventivas imple-
mentadas, entre otros aspectos relevantes. 

Por otro lado, la preparación permanente de los integrantes 
de las Juntas y la dotación de presupuesto, son elemen-
tos indispensables para que el cumplimiento de funciones 
sea eficiente, en relación a la protección de derechos de 
los grupos de atención prioritaria. De acuerdo con Reyes 
(2020), las estadísticas del 2018 aseguran que, las juntas 
atenden más de 30 mil casos anuales; destacando que, a 
partir de la promulgación de la Ley Orgánica de Consejos 
Nacionales para la Igualdad (Asamblea Nacional, 2014), 
el número de Juntas y Consejos existentes en el país, se 
incrementa sustancialmente, confirmando con ello que 
el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional 
(CNII) asume con solidez el tema. 

En tal sentido, las JCPD promueven la seguridad de los 
derechos tutelados, pero no ha sido suficientemente pro-
ductivo, dado que se aplica la base legal determinada en 
la LOPAM y el Reglamento General de la Ley Orgánica 
para las Personas Adultas Mayores (RGLOPAM); sien-
do el caso contradictorio que, al momento de aplicar la 
normativa legal, evidencian fallas en los procedimien-
tos especiales aplicados con medidas preventivas y/o 

asegurativas, disminuyendo el adecuado servicio de 
atención para la restitución del derecho violentado en 
adultos mayores.

Dicha circunstancia, es percibida por los mismos orga-
nismos de protección en cada jurisdicción, asegurando 
en algunos casos, la aplicación de analogía jurídica para 
el dictamen de medidas sustitutivas en casos de niñez y 
adolescencia, subrogándose en ellos para los casos de 
adultos mayores; en virtud de la falta de prácticas efecti-
vas que resuelvan la atención prioritaria cuando el dere-
cho del adulto mayor es vulnerado.

Por otro lado, los Gobiernos Autónomos Descentralizados, 
priorizan la conformación de las JCPD en cada Provincia 
y Cantón, siendo necesario en determinados casos, im-
plementar medidas atípicas como cautelas especiales 
dentro del marco legal ecuatoriano; es decir que, cuando 
amerite el caso, los miembros de las JCPD, podrán inno-
var con enfoques ajustados a derecho, las medidas ase-
gurativas que restituyan derechos vulnerados en víctimas 
de maltrato.

Todo ello, sustenta la determinación de procedimientos 
y medidas asegurativas para los adultos mayores, otor-
gadas como garantía constitucional como sujetos de de-
recho de atención prioritaria, incluyendo el derecho a la 
no revictimización. Por lo tanto, se promueve como obje-
tivo del estudio, Analizar las competencias de las juntas 
cantonales de protección de derechos, en la tutela del 
adulto mayor en la provincia de Tungurahua, aspecto jus-
tificado en la necesidad de atender eficientemente a los 
ciudadanos a través de medidas y procedimientos espe-
cíficos para cada caso, adecuando de ser necesario por 
analogía el defecto legislativo de la normativa procesal 
requerida. 

DESARROLLO

Situación actual en Ecuador de los derechos de los 
adultos mayores

Los avances jurídicos en el ejercicio de los derechos tu-
telados para adultos mayores, tienen repercusiones signi-
ficativas cuando encaran problemáticas de convivencia, 
donde la presente investigación pretende contribuir con la 
difusión de la realidad frente a las instituciones oficiales, 
sociedad civil y actores principales, buscando alternati-
vas que contribuyan al reconocimiento de sus derechos, 
consolidando la vejez con calidad y calidez humana.

Tomando en cuenta que Ecuador se divide en provincias, 
Tungurahua a su vez, se conforma por varios cantones, 
que en el caso de estudio, las referenciadas como objeto 
de análisis son: Ambato, Baños, Pelileo, Píllaro, Cevallos, 
Mocha, Quero y Tisaleo, los últimos cuatro agrupados en 
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mancomunidad a los efectos de la determinación de las 
juntas cantonales, situándose en cada cantón una JCPD 
como organismo municipal con autonomía administrati-
va y funcional, cuya misión es dar protección a las per-
sonas de la localidad, para los casos de amenazas y/o 
violaciones de sus derechos, cumpliendo con el manda-
to constitucional que garantiza la tutela de los derechos 
vulnerados. 

Las JCPD, como lo afirma la Gesellschaft für Internationale 
Zusammenarbeit (Unger et al., 2021) en base a la fun-
ción pública de protección, deben conocer de oficio o a 
petición de parte, los casos de amenaza o violación de 
derechos individuales o colectivos de las personas den-
tro de la jurisdicción del respectivo cantón, a través de 
la disposición de medidas administrativas de protección 
que restituyan el derecho violentado. Una vez dictadas 
las medidas de protección, las JCPD, deben vigilar su 
ejecución y alcance, realizando el seguimiento respectivo 
que garantice la protección y restitución de los derechos 
reclamados; y, en caso de incumplimiento de las disposi-
ciones, debe interponer las acciones necesarias frente a 
los órganos judiciales competentes.

Debido a la función pública por competencia de las 
JCPD, deben proteger en caso de amenazas o vulnera-
ción de derechos, donde su actuación y desempeño de 
funciones, no exime a otros funcionarios con diferentes 
competencias (Fiscales y Jueces) para investigar y juzgar 
la existencia de infracción o cometimiento de presuntos 
delitos contra las personas, razón por la cual, debe de-
nunciarlo frente a las autoridades competentes. Además, 
deben vigilar que los reglamentos y prácticas institucio-
nales en las entidades de atención no violen los derechos 
de las personas. (Alfonso, 2015)

De manera que las JCPD deben conocer las denuncias 
de amenazas o violaciones de derechos contra de las 
personas; deben llevar el registro de familias, adultos ma-
yores, niños, niñas y/o adolescentes del respectivo can-
tón, a quienes se hayan aplicado medidas de protección 
(Unger et al., 2021), fundamentadas en la existencia de 
tres leyes específicas que otorgan competencias espe-
ciales a las JCPD:

1. Código de la Niñez y Adolescencia (Congreso Nacional, 
2003).

2. Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres (Asamblea Nacional, 2018).

3. Ley Orgánica de Personas Adultas Mayores (Asamblea 
Nacional, 2019), siendo esta relevante en el presente 
estudio.

Del mismo modo, los adultos mayores como grupo en 
situación vulnerable, padecen distintas condiciones de 
discriminación, tales como discapacidad, enfermedad 
catastrófica, pobreza, entre otras; donde las normas de 
respeto, protección y garantía de derechos son recientes 
en la región suramericana y en Ecuador (Zurita, 2021). 
Además, los organismos de protección para ellos, aún no 
se encuentran suficientemente desarrollados para ejercer 
competencias y atribuciones eficientes. No obstante, la 
aprobación de la LOPAM y su reglamento, significan un 
gran paso en la protección de este grupo de atención 
prioritaria.

La LOPAM (Asamblea Nacional, 2019) establece en el ar-
tículo 4, los principios fundamentales para su aplicación, 
destacando y sintetizando los aspectos relevantes, con-
forme a lo defendido por GIZ (Unger et al., 2021) de la 
siguiente manera:

Atención prioritaria y especializada: generando espacios 
preferenciales que respondan a sus diferentes etapas y 
necesidades.

Igualdad formal y material: garantiza el trato justo en con-
diciones de acceso y disfrute de satisfacciones necesa-
rias para su bienestar.

Integración e inclusión: garantiza de manera progresiva 
su incorporación en las actividades públicas y privadas 
que sean de su interés.

In dubio pro-persona: en caso de duda razonable sobre 
el alcance de las disposiciones legales o reglamentarias, 
se aplicarán en el sentido más favorable a su protección.

Participación activa: procurará la intervención protagóni-
ca de las personas adultas mayores, en todos los espa-
cios públicos de toma de decisiones.

Responsabilidad social colectiva: será obligación solida-
ria del Estado, sociedad y la familia respetar sus derechos.

Principio de Protección: es deber del Estado brindar ga-
rantías necesarias para el pleno goce y ejercicio de sus 
derechos.

Restitución: la autoridad competente deberá adoptar me-
didas y acciones concretas para asegurar la restauración 
de los derechos violentados.

Integralidad y especificidad: se deben adoptar estrate-
gias y acciones integrales que orienten los servicios para 
brindarles atención especializada.

Protección especial a personas con doble vulnerabilidad: 
las entidades integrantes del sistema garantizarán la 
efectiva aplicación del derecho a la protección especial, 
particularmente de aquellas con discapacidad, personas 
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privadas de libertad, quienes adolezcan de enfermeda-
des catastróficas o de alta complejidad, personas en si-
tuación de riesgo y a víctimas de violencia doméstica y 
sexual, desastres naturales o antropogénicos, por consti-
tuir una situación de doble vulnerabilidad.

Este último principio, refleja la exposición grave a riesgo 
de violencia, como exclusión del núcleo familiar (aban-
dono en la mayoría de los casos), situaciones que suelen 
pasar desapercibidas socialmente. En otras ocasiones, 
son desarraigados socialmente considerándoles inservi-
bles o inútiles, desvalorizando saberes, conocimientos y 
experiencias, ocasionando falta de participación activa 
de sus propios intereses, situación que conlleva a la des-
integración social. 

Como se observa en la práctica vivencial, los derechos 
constitucionales son de complicado cumplimiento, sien-
do de hecho que muchos se encuentran en mora legisla-
tiva, por lo cual se considera que el Estado se encuentra 
en deuda con los ciudadanos; sin embargo, es importan-
te que la Ley especial los desarrolle en su normativa, de 
manera más detallada (Unger et al., 2021). Los derechos 
donde hace énfasis la LOPAM (Asamblea Nacional, 2019) 
se traducen en:

Beneficios no tributarios.

A una vida digna.

A la independencia y autonomía.

A la libertad personal.

A la cultura, deporte y recreación.

Al trabajo.

A la pensión alimenticia.

Al consentimiento previo, libre e informado.

A la salud integral, física, mental, sexual y reproductiva.

A la educación.

A la comunicación e información.

Al retorno digno en caso de tratarse de una persona en 
movilidad.

A la accesibilidad, en el que las municipalidades tienen 
una obligación especial sobre la construcción de ciu-
dades accesibles.

A la vivienda, de la cual destaca la protección en situa-
ción de despojo.

El derecho a la seguridad y a una vida libre de violen-
cia, que en ocasiones puede convertirse en uno de los 
derechos de mayor urgencia por parte de los órganos 
judiciales y administrativos.

Igualmente, el artículo 88 de LOPAM (Asamblea Nacional, 
2019) señala expresamente que, de existir vulneración de 
derechos comprobados, la autoridad judicial o adminis-
trativa competente ordenará la restitución del derecho 
vulnerado de conformidad con el reglamento de la misma 
ley. Por su parte, el artículo 50 del RGLOPAM (Presidencia 
de la República de Ecuador, 2020), señala que las juntas 
cantonales de protección de derechos, son el órgano ad-
ministrativo especializado para conocer y resolver las vio-
laciones de derechos de estas personas; por lo tanto, les 
corresponde emitir las medidas de protección, restitución 
y reparación de los derechos vulnerados.

Respecto a las medidas de protección que pueden ser 
decretadas por las JCPD en materia de adultos mayores, 
se encuentran previstas en el artículo 51 del RGLOPAM 
(Presidencia de la República de Ecuador, 2020), siendo 
sintetizadas de la siguiente manera:

Emitir boletas de auxilio.

Ordenar la restricción de acercamiento.

Disponer la salida inmediata de la persona agresora, 
de la vivienda.

Restituir a la persona adulta mayor a su domicilio.

Disponer la devolución de documentos, bienes y 
valores.

Prohibir acciones de intimidación, amenaza o coacción.

Ordenar la realización de inventarios de bienes mue-
bles o inmuebles.

Disponer la instalación de dispositivos de alerta, inclui-
do botón de pánico.

Disponer el seguimiento para verificar la rectificación 
de las conductas de violencia.

Disponer medidas de acogimiento temporal. (p. 14)

En cuanto a las medidas destinadas para la restitución 
y reparación de daños causados, la LOPAM (Asamblea 
Nacional, 2019) señala en el artículo 88, segundo párrafo, 
lo siguiente:
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(…) podrá incluir entre otras formas, la restitución íntegra del derecho, la compensación económica o patrimonial, la 
rehabilitación física y emocional, medidas de satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, las disculpas 
públicas, la exigibilidad de prestación de servicios públicos y aplicación de exenciones, entre otras. (p. 34)

MATERIALES Y MÉTODOS

Se realizó un estudio cuali-cuantitativo, con investigación descriptiva, de campo, no experimental, transeccional, con-
sistente en la búsqueda, recuperación y análisis de datos en la realidad, documentos y aspectos vivenciales, sobre las 
Juntas Cantonales y sus competencias, para la protección de los derechos del adulto mayor, en el contexto jurídico y 
social ecuatoriano por sus implicaciones, con el propósito de sistematizar, enriquecer y articular las metas del estudio. 

Se establecieron las Juntas Cantonales de Ambato, Baños, Pelileo, Píllaro, y la mancomunada que comprende los 
cantones Cevallos, Mocha, Quero y Tisaleo, como unidades de análisis de campo; cada Junta Cantonal cuenta con 
tres (3) miembros principales, constituyéndose en un total de quince (15) personas, tomando como norte la búsqueda 
de datos relevantes referidos a: recursos institucionales con los que cuentan, recursos humanos, ámbito de atención, 
competencias funcionariales, medidas aplicadas a los usuarios, procedimientos recurridos, contexto social ecuatoria-
no, entre otros.

Se recurrió a criterios de selección de documentos, buscando fuentes documentales mediante las bases de datos de 
Google Académico como Scielo, Redalyc, Dialnet, para lo cual se utilizaron las siguientes palabras clave: “juntas can-
tonales”, “adulto mayor”, “competencias”, “Ecuador”, procediéndose a seleccionar artículos de revistas académicas y 
legislación, cuyos documentos abordan los elementos de estudio y que guardan relación vinculante. Del mismo modo, se 
requirió el diseño de un instrumento de recolección de datos, con escala Likert de alternativas múltiples, siendo validado 
por juicio de expertos, aplicando confiabilidad de Alfa Crombach, resultando en 0.95, considerado altamente confiable. 

Los documentos seleccionados cumplieron con los criterios establecidos para el estudio a través de las bases de 
datos, tanto nacionales como latinoamericanos, en aras de sustentar los aspectos teóricos del mismo. De igual mane-
ra, por ser una investigación de campo, transeccional no experimental, se recurrió al diseño del cuestionario para la 
recolección de datos primarios, siendo necesaria la aplicación de Normas Éticas de investigación, suministrando un 
formato de consentimiento informado a los funcionarios de las Juntas Cantonales en estudio para la confidencialidad 
del estudio. Por otra parte, para el análisis de resultados fue necesaria la implementación de la estadística descriptiva 
para el procesamiento de datos y discusión posterior de los mismos.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

Atendiendo a la aplicación del instrumento de recolección de datos, se obtuvieron los siguientes datos:

Tabla 1. Composición de las Juntas Cantonales. Provincia de Tungurahua.

Indicador 
Juntas Cantonales de la Provincia de Tungurahua

Ambato Baños Pelileo Píllaro Mancomunada

Equipo multidisciplinario 

Psicólogos 2 0 3 1 1

Trabajadores sociales 2 1 1 1 0

Educadores 0 0 0 0 0

Sociólogos 0 0 0 0 0

Médicos forenses 0 0 0 0 0

Equipo de trabajo

Secretarios 1 1 0 0 1

Asistentes de atención al usuario 2 0 0 0 0

Citador o notificador 2 0 0 0 1

Archivistas 0 0 0 0 0

Asistentes o escribientes 0 0 0 0 0

Fuente: Elaboración propia (2022).
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Atendiendo a los datos expuestos en la tabla 1, relativo a los equipos multidisciplinarios de las Juntas Cantonales de 
la Provincia de Tungurahua, los cantones cuentan con psicólogos casi en su totalidad, con al menos 1 profesional, 
con similar frecuencia para los trabajadores sociales; mientras que los educadores, sociólogos y médicos forenses, 
no existen en la totalidad de las juntas cantonales. Es decir, 80% de JCPD reflejan la participación de psicólogos y 
trabajadores sociales en las jurisdicciones respectivas de la provincia de Tungurahua, mientras que el 100% de las 
referidas instituciones no cuentan con educadores, sociólogos ni médicos forenses.  

Se infiere de la tabla 1, que las JCPD en los cantones de la provincia de Tungurahua no cuentan con equipo multidis-
ciplinario, adoleciendo totalmente de sociólogos, médicos forenses, educadores especializados, para la atención del 
adulto mayor; mientras que con baja frecuencia cuentan con psicólogos y trabajadores sociales en los cantones; que, 
de paso, no pertenecen a su competencia por jurisdicción, sino que participan voluntariamente como complemento 
de ayuda solidaria, por cuanto pertenecen activamente a la jurisdicción de niñez y adolescencia del respectivo CCPD 
para toda la provincia. En este sentido, es notoria la falta de personal para la atención al adulto mayor en las JCPD que 
garantice la eficacia de los procesos que son ventilados en cada cantón.

Del mismo modo, en lo concerniente a los equipos de trabajo, las juntas cantonales cuentan con secretarios en tres 
cantones con 1 profesional, con asistentes de atención al usuario en un cantón, y similar frecuencia para los citadores 
o notificadores; mientras que los archivistas y asistentes o escribientes, no existen en la totalidad de las juntas cantona-
les. Es decir, 60% de JCPD reflejan la participación de secretarios en las jurisdicciones respectivas de la provincia de 
Tungurahua; un 40% cuentan con notificadores o citadores y un 20% tienen asistentes de atención al usuario; mientras 
que el 100% de las referidas instituciones no cuentan con archivistas ni asistentes o escribientes.  

Ello indica que, las JCPD solo en tres cantones cuentan con secretarios, asistentes de atención al usuario y notificado-
res, con muy baja frecuencia de personas, donde las otras dos juntas adolecen de personal para atender a la pobla-
ción de usuarios; por lo tanto, repite la condición del indicador anterior, donde la falta de personal para la atención al 
adulto mayor en las JCPD, no garantiza la eficiencia de los procesos ventilados en cada cantón.

Tabla 2. Competencias de las JCPD en la provincia de Tungurahua.

Indicador: Causas de atención Siempre Muchas 
veces A veces Muy 

poco Nunca Prome-
dio

Maltrato Psicológico (agresiones verbales, amenazas, intimida-
ción, humillación, ridiculización, y cualquier otra conducta degra-
dante)

5 2 6 2 0 3.67

Maltrato Emocional (insultos, burlas, actitud de rechazo, amena-
zas, indiferencia, destrucción de objetos apreciados y sobrepro-
tección)

4 2 8 1 0 3.60

Maltrato Físico (empujones, sacudones, bofetadas, golpes, cor-
tes, quemaduras, ataduras, agresiones o amenazas con armas, 
como filosas, punzo-penetrantes o de fuego)

1 2 3 7 2 2.53

Maltrato Sexual (acto de naturaleza sexual contra la voluntad de 
la persona empleando el uso de la fuerza, incluyendo palabras o 
gestos insinuantes, manoseos, caricias inapropiadas o exhibición 
de genitales)

1 0 1 2 11 1.53

Maltrato en Atención Sanitaria (trato preferente para salud, aten-
ción en la enfermedad o Trastorno Mental, así como las conside-
radas catastróficas)

1 1 1 3 9 1.80

Maltrato Familiar (cónyuge, hijos, nietos, familiares consanguí-
neos, por afinidad y/o cuidadores parenterales en la atención) 1 1 11 2 0 3.07

Maltrato Económico (bienes o dinero utilizado sin su consenti-
miento, robo o falsificación de objetos, instrumentos de trabajo, 
documentos personales, bienes, valores, derechos)

1 1 3 9 1 2.47

Maltrato Cultural (atentan contra la identidad Cultural, cuando no 
se le deja expresar costumbres, creencias y pensamientos, nie-
gan el derecho a la educación)

0 1 0 5 9 1.53
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Maltrato por Descuido o Abandono (dejar de brindar los cuida-
dos o supervisión para alimentación, vestido, higiene, vivienda y 
atención familiar)

1 1 9 3 1 2.87

Maltrato Extrafamiliar (no cuenta con recursos para salud, vivien-
da, alimentación, vive en situaciones de pobreza o indigencia, no 
tiene pensiones o ayudas del Estado)

1 1 3 2 8 2

Maltrato Ocasional (limitaciones, restricciones, aislamiento, mar-
ginación, confinamiento) 1 0 0 6 8 1.67

Promedios totales 1.55 1.09 4.09 3.82 4.45 2.43

Mediana 1.91 Moda 1.91 Desviación estándar 1.04 Varianza 1.11

Fuente: Elaboración propia (2022)

En cuanto a la tabla 2, relativa a las competencias de las JCPD en la provincia de Tungurahua, dentro de las causas 
resaltantes de atención al usuario, se evidencia que el maltrato psicológico tiene un promedio de 3.67 en su mayoría de 
la alternativa a veces, maltrato emocional tiene 3.60 en la alternativa a veces principalmente, maltrato físico 2.53 en la 
alternativa muy poco, maltrato sexual 1.53 en la alternativa nunca, maltrato en atención sanitaria 1.80 en la alternativa 
nunca, maltrato familiar 3.07 en la alternativa a veces, maltrato económico 2.47 en la alternativa muy poco, maltrato 
cultural 1.53 en la alternativa nunca, maltrato por descuido o abandono 2.87 en la alternativa a veces, maltrato extra-
familiar 2 en la alternativa nunca y maltrato ocasional 1.67 en la alternativa nunca. 

En este sentido, las causas de maltrato más representativas de atención al adulto mayor en las juntas cantonales se 
han manifestado en promedio resaltante de la alterativa a veces en cuanto al maltrato psicológico, emocional, familiar, 
por descuido o abandono; mientras que, en menor frecuencia en la alternativa muy poco y nunca para el maltrato fí-
sico, económico, extrafamiliar, atención sanitaria y ocasional. Todo ello, representa un promedio de atención al adulto 
mayor de 2.43, con baja frecuencia de atención por las causas de maltrato, con una desviación estándar de 1.04 y 
varianza de 1.11 con baja desviación de puntajes, donde la mediana y moda de 1.91 en menor resultado que la media 
refleja el sesgo positivo para la interpretación, entendido como la posibilidad de mejorar la atención al adulto mayor en 
las mencionadas juntas cantonales.

Al respecto, como lo defienden Beltrán, et al. (2021), las competencias necesarias para la atención de usuarios en 
instituciones de protección de derechos, cuentan con cualidades técnicas y analíticas, entendidas para la integración 
y coordinación de los conocimientos del ordenamiento jurídico, así como de la normativa que permiten una adecuada 
interpretación de los hechos, lo cual se sustenta en el caso de marras por cuanto es la frecuentemente desarrollada 
por los miembros de las JCPD en Tungurahua.

Asimismo, los autores mencionados indican que deben concurrir en la aplicación de tutela efectiva del Estado, las 
competencias éticas y de negociación que generalmente se sustentan por el impacto directo que generan sobre la 
adecuada relación entre los usuarios y el equipo de trabajo que atienden al adulto mayor en la defensa de sus dere-
chos e interés. Finamente, para garantizar la aplicación de justicia, deben predominar las competencias comunicativas 
y de trabajo en equipo, que pueden ser evidenciadas por la percusión inmediata de la comunicación oral y escrita con 
los usuarios, lo cual en el estudio es manifestado por la opinión de los entrevistados. 

Tabla 3. Medidas dictadas por las JCPD en la provincia de Tungurahua

Indicador: Medidas aplicadas Siempre Muchas 
veces

A 
veces

Muy 
poco Nunca Prome-

dio

Medidas de protección (evaluación, atención psicológica y social) 11 3 1 0 0 4.67

Medidas asegurativas (boletas de auxilio por temas de violencia, in-
tervenciones) 7 6 2 0 0 4.33

Vigilancia de medidas (servicios de cuidado y protección, inspeccio-
nes oculares, visitas domiciliarias) 10 4 0 1 0 4.53

Medidas judiciales (dictamen de sanciones y ejecución de sanciones) 3 1 2 5 4 2.60
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Medidas de restitución de derechos (compensación económica o pa-
trimonial, rehabilitación física y emocional, medidas de satisfacción, 
garantías de no revictimización, disculpas públicas, exigibilidad de 
prestación de servicios públicos, aplicación de exenciones, otras)

6 2 2 0 5 3.27

Promedios totales 7.40 3.20 1.40 1.20 1.80 3.88

Mediana 4 Moda 4.40 Desviación estándar 1.09 Varianza 1.41

Fuente: Elaboración propia (2022)

En atención a la tabla 3, relacionada con las medidas dictadas por las JCPD en la provincia de Tungurahua, dentro 
de las resaltantes de atención al usuario, se evidencia que las medidas de protección tiene un promedio de 4.67 en 
su mayoría de la alternativa siempre; medidas asegurativas tiene 4.33 en la alternativa siempre; vigilancia de medidas 
4.53 en la alternativa siempre; medidas judiciales 2.60 en la alternativa muy poco; y medidas de restitución de dere-
chos 3.27 en la alternativa siempre. 

En este sentido, las medidas aplicadas en los procedimientos de atención al adulto mayor más representativas en las 
juntas cantonales, se han manifestado en promedio resaltante de la alterativa siempre en cuanto a protección, vigilan-
cia de medidas, asegurativas y restitución de derechos; mientras que, en menor frecuencia en la alternativa muy poco 
para las medias judiciales. Todo ello, representa un promedio de atención al adulto mayor de 3.88, con alta frecuencia 
de atención para el dictamen de medidas, con una desviación estándar de 1.09 y varianza de 1.41 con baja desviación 
de puntajes, donde la mediana de 4 y moda de 4.40 en mayor resultado que la media, refleja el sesgo negativo para 
la interpretación, entendido como la manifestación extendida en la atención al adulto mayor en las respectivas juntas 
cantonales.

Ello demuestra que, tal y como aseguran Beltrán, et al. (2021) que actualmente se están empezando a reflejar en las 
conductas institucionales, la implementación adecuada de aportes y de solución hacia la problemática existente, dado 
que concurre con la necesidad de los cambios en la forma de actuar y pensar de los profesionales que atienden a los 
adultos mayores en sus necesidades básicas, tomando en cuenta la integración del derecho con el cumplimiento de 
las competencias legales para la protección de los adultos mayores, tal y como se evidencia de las respuestas obte-
nidas de los entrevistados del estudio.

De igual forma, como lo refieren Nevot, et al. (2021, p. 136), con la aplicación de conductas innovadoras, los operado-
res de justicia pueden “proporcionar estrategias de mejora dentro de la dinámica familiar”, que permitan prosperar con 
el bienestar del adulto mayor, preferiblemente con ayuda de profesionales expertos auxiliares, que a su vez, puedan 
“prevenir la aparición de síntomas relacionados con la falta de apoyo social”, lo cual fundamenta la acción social de la 
junta cantonal en la provincia de Tungurahua.

Tabla 4. Procedimientos aplicados por las JCPD en la provincia de Tungurahua.

Indicador: Procedimientos aplicados  Siempre Muchas 
veces A veces Muy 

poco Nunca Prome-
dio

Proceso propio del sistema (según la Ley y Reglamento de Adul-
tos Mayores) 14 0 0 1 0 4.8

Aplicado por adecuación de otros Sistemas (analogía del Código 
de Niñez y Adolescencia, otros) 8 1 3 1 2 3.8

Creado por el Cantón como sistema propio (nuevo procedimien-
to, Ordenanza Municipal) 1 0 2 2 10 1.67

Promedios totales 7.67 0.33 1.67 1.33 4 3.42

Mediana 3.67 Moda 3.67 Desviación estándar 1.16 Varianza 1.43

Fuente: Elaboración propia (2022)

En referencia a la tabla 4, concerniente a los procedimientos aplicados por las JCPD en la provincia de Tungurahua, 
las opciones resaltantes evidencian que siempre toman en cuenta el proceso propio del sistema, basado en la ley y 
reglamento de adultos mayores con un promedio de 4.8, seguido del promedio 3.8 aplicando por adecuación de otros 
sistemas, como analogía del sistema de niñez y adolescencia que siempre se considera; mientras que, se evidencia el 
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promedio resultante de 1.67 en la alternativa nunca para 
los procedimientos creados por el cantón como sistema 
propio a través de ordenanzas municipales. 

Sobre este aspecto en particular, los procedimientos apli-
cados en atención al adulto mayor en las juntas canto-
nales, se han reflejado con un promedio resaltante en la 
alterativa siempre para los procesos propios del sistema 
legal en Ecuador, seguido por la analogía de sistemas 
que adecuan en cada JCPD aplicables, en vista que 
no existe creación original por el cantón como sistema 
propio para la atención de los usuarios respectivos. Con 
base a ello, el promedio de atención al adulto mayor de 
3.42, representa una alta frecuencia de atención para la 
aplicación de procedimientos adecuados a las personas, 
con una desviación estándar de 1.16 y varianza de 1.43 
con baja desviación de puntajes, donde la mediana y 
moda de 3.67 en mayor resultado que la media, refleja el 
sesgo negativo para la interpretación, entendido como la 
oportunidad de atención al adulto mayor en las respecti-
vas juntas cantonales.

En virtud de ello, de acuerdo con lo afirmado por Beltrán, 
et al. (2021) la estimación de aplicabilidad de las com-
petencias adecuadas dentro de las JCPD, han sido con-
siderada como el cumplimiento de las tareas de manera 
insuficiente, sin embargo prevalece la intensión de los 
miembros de las juntas cantonales para mejorarlos por 
ser de suma importancia para los operadores de justicia, 
pues ello permite el avance del proceso a través de inicia-
tivas, las cuales se conciben como propuestas graduales 
para el desarrollo del debido proceso conociendo los fac-
tores claves para su éxito.

En este sentido, según el contexto de las prácticas de 
la administración pública, la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL), ha recomendado 
desde el año 2009, la elaboración de códigos de conduc-
ta para los funcionarios públicos; donde el poder judicial, 
mediante la capacitación de los funcionarios, pueda ase-
gurar que las decisiones judiciales sean aplicadas según 
las disposiciones de la Convención Interamericana sobre 
la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores (OEA, 2016), a través de programas específicos 
de educación y capacitación del personal de administra-
ción de justicia, sobre políticas, principios, disposiciones, 
tanto legales de cada país en la región, como de la norma 
mencionada, “para todos los organismos gubernamenta-
les y los funcionarios públicos de todos los ámbitos de 
Estado”. 

Del mismo modo, deben vislumbrarse formas de aten-
ción al adulto mayor, basadas en la creación de institu-
ciones y organismos que estén encargados de mantener 

la vigilancia y control de la discriminación hacia esas 
personas, bien sea por motivos de edad, sexo, educa-
ción, raza, otros, promoviendo la eliminación de dichos 
obstáculos en los ámbitos de la vida pública; los cuales 
pueden tomar acciones o adoptar diversas maneras, ta-
les como: “procuradurías en derechos humanos, comisio-
nados parlamentarios o la figura del defensor del pueblo 
(ombudsman)”, donde el derecho a la no discriminación, 
se logra realmente con el establecimiento de mecanis-
mos de denuncias cónsonas y adecuadas. (Huenchuan, 
2018, p. 122)

Por otro lado, Buritica y Ordoñez (2020, p. 13), sostienen 
que la administración municipal en determinados mo-
mentos de la crisis socioeconómica, se enfrenta a gran-
des retos, “no solo desde el marco normativo, sino desde 
la estructura, forma y organización de la misma, con pre-
sencia de zonas limitantes con problemas en el abaste-
cimiento de los servicios esenciales y comportamientos 
culturales de la comunidad”.

En virtud de ello, la planificación de programas de ges-
tión social, generalmente escatiman los costos asociados 
a las capacidades para ser desplegadas dentro de los 
mismos institutos municipales, cuyas asignaciones de 
presupuesto, financiamiento y ciclo de utilidad en ellas, 
requieren continuidad en el tiempo, por lo cual en la prác-
tica se reducen las fortalezas, oportunidades de causar 
impacto positivo en el adulto mayor, reduciendo las de-
bilidades y amenazas a los mencionados programas de 
ayuda. (Buritica y Ordoñez, 2020)

Finalmente, como lo indica Huenchuan (2018, p. 122) 
debe destacarse el aspecto presupuestario, en virtud que 
no serán posibles los avances en materia legislativa, polí-
ticas sociales, programas Estadales, por más relevante o 
importante que resulten, “si no se movilizan los recursos 
financieros suficientes, si no se asignan y utilizan de ma-
nera responsable, eficaz, eficiente, equitativa, participati-
va, transparente y sostenible”. 

CONCLUSIONES 

Los conflictos que discurren las personas adultas mayo-
res, considerados por la mayoría como de tercera edad, 
está íntimamente vinculado a la privación de oportuni-
dades para desarrollar la personalidad, vida propia, que 
inclusive les dificulta el acceso suficiente a los servicios 
públicos que tiene derecho a percibir. En este sentido, el 
Estado como garante de esos derechos debe proporcio-
nar políticas públicas adecuadas que les permitan perci-
bir la sensación de cumplimiento de la ley en cuanto a sus 
necesidades integrales. 
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El adulto mayor tiene la garantía constitucional de ser 
atendido en sus necesidades básicas e integrales elimi-
nándose todo tipo de discriminación, para lo cual los ope-
radores de justicia deben contar con las herramientas ne-
cesarias, a través de las instituciones previstas para ello, 
como las Juntas Cantonales de Protección de Derechos 
(JCPD) en cada cantón por jurisdicciones provinciales, 
para lo cual es fundamental la determinación de las com-
petencias suficientes para la referida atención, en virtud 
del carácter tuitivo de la ley.

La falta de competencias adecuadas y cónsonas para la 
atención del adulto mayor, entorpecen la actuación de los 
operadores de justicia; en consecuencia, resalta la incon-
sistencia de la ley, por la inadecuada asistencia social 
de las instituciones públicas, dificultando el acceso a los 
servicios gratuitos que el Estado debe prestar a los ciuda-
danos, entre ellos: eficiente sistema de justicia, atención 
prioritaria, educación pertinente a cada grupo de aten-
ción, otros.

Por lo tanto, las competencias jurídico - legales consi-
deradas en las JCPD para la tutela efectiva del Estado 
en materia de adultos mayores, se confieren mediante la 
aplicación de las instrucciones previstas por el derecho 
positivo ecuatoriano a través de la legislación vigente, 
permitiendo la apropiada exégesis jurídica en los aconte-
cimientos expuestos por los usuarios, para de ese modo 
continuar sosteniendo la garantía constitucional del debi-
do proceso, con el acatamiento de la ley que ampara los 
derechos invocados.

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS

Alfonso, J (2015). Las juntas cantonales de protección 
de derechos y la necesidad de crear medidas 
alternativas al régimen disciplinario que hagan 
efectivos los principios de legalidad y seguridad 
jurídica. Universidad Regional Autónoma de los 
Andes (UNIANDES). (Tesis de Maestría). Facultad de 
Jurisprudencia, Ambato-Ecuador.

Asamblea Nacional Constituyente. (2008). Constitución 
de la República del Ecuador 2008. (Registro Oficial 
449). https://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic4_ecu_
const.pdf

Asamblea Nacional. (2014). Ley Orgánica de los 
Consejos Nacionales para la Igualdad (Registro 
Oficial Suplemento 283 de 07-jul.-2014). https://www.
ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRONIC/98211/116788
/F-77326925/ECU98211.pdf

Asamblea Nacional. (2018). Ley Orgánica Integral para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra la Mujer. 
(Registro Oficial Suplemento 175 de 05-feb.-2018). 
https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/
downloads/2018/05/ley_prevenir_y_erradicar_
violencia_mujeres.pdf

Asamblea Nacional. (2019). Ley Orgánica de las Personas 
Adultas Mayores. (Suplemento del Registro Oficial No. 
484, 9 de mayo 2019). https://www.gob.ec/sites/default/
files/regulations/2019-06/Documento_%20LEY%20
ORGANICA%20DE%20LAS%20PERSONAS%20
ADULTAS%20MAYORES.pdf

Beltrán, J., Ochoa, J., & Pinos, J. (2021). Análisis TOPSIS 
de las competencias profesionales en la junta cantonal 
de protección de derechos de las niñas, niños y 
adolescentes del cantón La Concordia. Revista 
Universidad y Sociedad, 13(S1), 291-300. https://rus.
ucf.edu.cu/index.php/rus/article/view/2034

Buritica, E., & Ordoñez, L. (2020). Modelo de gestión 
sostenible en la atención comunitaria del adulto mayor. 
Revista Cubana de Investigaciones Biomédicas, 39(2), 
e392. http://scielo.sld.cu/scielo.php?script=sci_arttext
&pid=S0864-03002020000200005

Congreso Nacional. (2003). Código de la Niñez y 
Adolescencia. (Registro Oficial No. 737, 3 de enero 2003). 
https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/
downloads/2017/11/codigo_ninezyadolescencia.pdf

Unger, J., Vallejo, M. L., & Rivadeneira, R. (2021). Manual 
didáctico para la protección de derechos en las juntas 
cantonales de protección de derechos. Primera edición. 
http://www.congope.gob.ec/?publicacion=manual-
didactico-para-la-proteccion-de-derechos-en-las-
juntas-cantonales-de-proteccion-de-derechos

Huenchuan, S. (2018). Envejecimiento, personas 
mayores y Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible: 
perspectiva regional y de derechos humanos (Libros 
de la CEPAL, N° 154). Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL). http://repositorio.
cepal.org/handle/11362/44369

Nevot, L., Orte, C., Ballester, L., & Amer, J. (2021). 
Innovación Educativa y Social en Promoción Familiar 
de Autonomía Personal en Adultos Mayores: el PCF-U-
Auto. Revista complutense de educación, 32(1) 2021, 
127-138. 

https://rus.ucf.edu.cu/index.php/rus/article/view/2034
https://rus.ucf.edu.cu/index.php/rus/article/view/2034


518

UNIVERSIDAD Y SOCIEDAD | Revista Científica de la Universidad de Cienfuegos | ISSN: 2218-3620

Volumen 15 | Número 5 | Septiembre-Octubre,  2023

Organización de Estados Americanos (OEA). (2016). 
Convención Interamericana sobre la Protección de 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores. 
Disponible en línea: http://www.oas.org/es/sla/ddi/
docs/tratados_multilaterales_interamericanos_A-70_
derechos_humanos_personas_mayores.pdf

Presidencia de la República de Ecuador. (2020). 
Reglamento General Ley Orgánica De Las 
Personas Adultas Mayores. (Decreto Ejecutivo 
1087. Registro Oficial Suplemento 241 de 08-jul.-
2020). http://www.regulacionagua.gob.ec/wp-
content/uploads/downloads/2020/12/reglamento_
lopam0382842001601663401.pdf

Reyes, N. (2020). Conformación y funcionamiento de las 
juntas cantonales de protección de derechos: una 
mirada multidisciplinaria. https://www.igualdad.gob.
ec/wp-content/uploads/downloads/2020/10/nicolas_
reyes_ppt_jcpd.pdf

Zurita, G. (2021). La protección jurídica del adulto mayor 
en la junta cantonal de protección de derechos de 
Babahoyo. (Tesis de Maestría). Universidad Católica 
de Santiago de Guayaquil.

https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2020/10/nicolas_reyes_ppt_jcpd.pdf
https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2020/10/nicolas_reyes_ppt_jcpd.pdf
https://www.igualdad.gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2020/10/nicolas_reyes_ppt_jcpd.pdf

	_Hlk141041465
	_ENREF_19
	_ENREF_1
	_ENREF_2
	_ENREF_3
	_ENREF_4
	_ENREF_5
	_ENREF_6
	_ENREF_7
	_ENREF_8
	_ENREF_9
	_ENREF_10
	_ENREF_11
	_ENREF_12
	_ENREF_13
	_ENREF_14
	_ENREF_15
	_ENREF_16
	_ENREF_17
	_ENREF_18
	_ENREF_19
	_ENREF_20
	_ENREF_21
	_ENREF_22
	_ENREF_23
	_ENREF_24
	_ENREF_25
	_ENREF_26
	_ENREF_27
	_ENREF_28
	_ENREF_29
	_Hlk134133179
	_Hlk140499185
	_Hlk140505390
	_Hlk140502608
	_Hlk140502727
	_Hlk140503505
	_Hlk126785649
	_Hlk126785757
	_Hlk145846955
	_heading=h.1fob9te
	_heading=h.3znysh7
	_heading=h.2et92p0
	_heading=h.tyjcwt
	_heading=h.3dy6vkm
	_Hlk138445926
	_Hlk138447028
	_Hlk134371379
	_Hlk136623219
	_Hlk136801147
	_Hlk141007460
	_Hlk137283218
	_Hlk141398652
	_Hlk126308776
	_Hlk126309613
	_Hlk126334605
	_Hlk126336738
	_Hlk126336909
	_Hlk126365106
	_Hlk139861415
	_Hlk137082310
	_Hlk137129995
	_Hlk143880727
	_Hlk143710235
	_Hlk143710391
	_Hlk143881468
	_Hlk143710609
	_Hlk144035255
	_Hlk144044979
	_Hlk144048793
	_Hlk144049876
	_Hlk143881665
	_Hlk143881706
	_Hlk143881832
	_Hlk143881879
	_Hlk143881930
	_Hlk143881969
	_Hlk143882018
	_Hlk144292712
	_Hlk144294417
	_Hlk141179906
	_Hlk141342687
	_xvir7l
	_319y80a
	_Hlk140674251
	_Hlk126259222
	_Hlk110940693
	_Hlk126259273
	_Hlk126259318
	_Hlk126260008
	_Hlk126259973
	_Hlk104740085
	_Hlk126260071
	_Hlk126260132
	_Hlk126260245
	_Hlk126260256
	_Hlk110950888
	_Hlk110951090
	_Hlk110947809
	_Hlk130894958
	_Hlk130889733
	_Hlk130889781
	_Hlk144446502
	_Hlk130889812
	_Hlk138672857
	_Hlk134351187
	_Hlk133329765
	_Hlk138672916
	_Hlk138672961
	_Hlk142388587
	_Hlk142439109
	_Hlk142506344
	_GoBack
	_bookmark62
	_bookmark63
	_Hlk136116815
	_Hlk136128179
	_Hlk134959876
	_Hlk134961410
	_Hlk137582694
	_Hlk136127780
	_Hlk134741672
	_Hlk134961206
	_Hlk134962600
	_Hlk134961655
	_Hlk134961285
	_Hlk134959651
	_Hlk134961760
	_Hlk135241906
	_Hlk135230576
	_Hlk135238978
	_Hlk136251240
	_Hlk136251471
	_Hlk136250872
	_Hlk135225470
	_Hlk135227500
	_Hlk135232519
	_Hlk135224824
	_Hlk135236773
	_Hlk135237209
	_Hlk135500789
	_Hlk135325615
	_Hlk135324388
	_Hlk135267225
	_Hlk135323152
	_Hlk134460768
	_Hlk134434997
	_Hlk134471867
	_Hlk134461938
	_Hlk135582835
	_Hlk135599068
	_Hlk135586440
	_Hlk135586025
	_Hlk135599124
	_Hlk135603293
	_Hlk135588219
	_Hlk136264987
	_Hlk136265032
	_Hlk135599754
	_Hlk135603097
	_Hlk135599268
	_Hlk135602194
	_Hlk134259799
	_Hlk515096106
	_Hlk515288825
	_Hlk134257360
	_Hlk515287768
	_Hlk515290626
	_Hlk515290482
	_Hlk515290278
	_Hlk124081671
	_Hlk124113630
	_Hlk124071790
	_Hlk124109860
	_Hlk124109904
	_Hlk127092410
	_Hlk124072490
	_Hlk127094571
	_Hlk124072745
	_Hlk124113776
	_Hlk125658911
	_Hlk125228410
	_Hlk125652133
	_Hlk125652247
	_Hlk125652214
	_Hlk125967484
	_Hlk125652231
	_Hlk125658990
	_Hlk125659067
	_Hlk125986387
	_Hlk125659082
	_Hlk126074771
	_Hlk125659161
	_Hlk125961306
	_Hlk125962858
	_Hlk125659237
	_Hlk125652988
	_Hlk125652640
	_Hlk125652791
	_Hlk125657915
	_Hlk125228893
	_Hlk125653969
	_Hlk125658844
	_Hlk126406373
	_Hlk134297902
	_Hlk134297812
	_Hlk134298824
	_Hlk134299000
	page29
	_Hlk129791278
	_Hlk130456159
	_GoBack
	_GoBack
	_heading=h.1fob9te
	_heading=h.3znysh7
	_heading=h.35nkun2
	_heading=h.1ksv4uv
	_heading=h.44sinio
	_heading=h.qsh70q
	_heading=h.9rqfiz93fllv

